
El Gobierno regula
los conciertos
de los colegios

L

Esto provoca una de las prime-
ras quejas sindicales con la nor-
ma. “Es la autoridad gubernati-
va, como dice el decreto, la que
dicta que es un servicio esen-
cial”, declara Lillo.

La otra queja es la más escu-
chada estos días. “La Administra-
ción se ha instalado en imponer
servicios mínimos abusivos para
que las huelgas no tengan efecto.
Y estas se tienen que notar, si no
se merma el derecho”, argumen-
ta Ferrer, de UGT. Es su justifica-
ción sobre lo sucedido enMadrid.

Una justificación y apoyo a los
trabajadores de Metro que no so-
lo ha llegado del número dos de
UGT. También los líderes de los
dos sindicatosmayoritarios, Igna-
cio Fernández Toxo y Cándido
Méndez, lo han hecho. Y con el
mismoargumento: las comunida-
des autónomas y el Gobierno sue-
len dictar servicios mínimos que
en lamayoría de ocasiones los jue-
ces estiman “abusivos”. Pero, so-
bre todo, los sindicalistas lamen-
tan que la sentencia llega tarde.
Con años de retraso, cuando la
huelga y sus efectos han quedado
muy atrás, con lo que el derecho
de huelga ha quedado dañado.
Fue el caso de los servicios míni-
mosdel sector eléctrico fijados pa-
ra la huelga general de 2002 que
se declararon abusivos años des-
pués.

“Tan constitucional es el dere-
cho a la huelga como asegurar el
mantenimiento de los servicios
mínimos fundamentales. Está en
el mismo artículo de la Constitu-
ción, pero hay quien lee la consti-
tución de forma sesgada”, respon-
de el ex ministro Aparicio.

No obstante, José Manuel
Ruiz, juez de lo contencioso-admi-
nistrativo de Madrid, admite que
“las sentencias siempre llegan
con posterioridad a la huelga”.
Cierto que se pueden tomarmedi-
das cautelares, pero no son habi-
tuales. Los plazos y los trámites
propios de todo procedimiento ju-
rídico y los “juzgados desborda-
dos”, son los argumentos que es-
grime Ruiz.

Así que la primera reclama-
ción sindical a la hora de fijar los
serviciosmínimos es que se nego-
cien. La tradición y los consejos
de los tribunales dictan que se ha-
ga. De hecho, cuando una huelga
afecta a un servicio esencial, el
periodo de consultas es de 10
días, el doble que para una huel-
ga ordinaria. Pero lo cierto es que
las autoridades no tienen la obli-
gación de hacerlo.

Precisamente por este punto
comienzan las recomendaciones
de los académicos a la hora de
elaborar una ley de huelga. Lahe-
ra habla de “autorregulación” pa-
ra implicar a los sindicatos en el

establecimiento y cumplimiento
de los servicios mínimos.

Cruz Villalón propone que se
elabore una lista de sectores
“esenciales para la comunidad” y
que se cree algún tipo de órgano
mediador. Las tres iniciativas se
miran en el espejo italiano, donde
más desarrollada está la legisla-
ción sobre las huelgas, con la par-
ticipación de las centrales a la ho-
ra de fijar los límites de los paros.

Esas propuestas también se
apoyan en el único intento serio
de sacar adelante una regula-
ción sobre el asunto en España.
Un intento que decayó justo en
el último paso, su votación en el
Congreso de los Diputados, cuan-
do el proyecto, pactado por el
grupo parlamentario socialista
y los sindicatos, ya había vuelto

del Senado. Justo entonces, en
1993, Felipe González disolvió
las cortes y no tuvo interés en
recuperar el proyecto en la si-
guiente legislatura.

Entre los contenidos de este
proyecto se establecía una lista
de 17 sectores que se considera-
ban esenciales: entre ellos figura-
ban la sanidad, la recogida de ba-
suras, los transportes, la radio y
las televisiones públicas o los ser-
vicios eléctricos. También se da-
ba un plazo de un año para que
en cada uno de estos sectores se
fijaran criterios básicos a la hora
de fijar los servicios mínimos an-
tes de que llegaran los conflictos.

Si el modelo a seguir fuera el
apuntado hace casi dos décadas,
los sindicatos no tendrían incon-
veniente en negociar una ley de
huelga. “No tenemos ningún pro-
blema en sentarnos a hablar so-
bre esto. Pero cuando hablan de
regular el derecho de huelga, en
realidad piden recortarlo. Y es
un derecho fundamental”, expli-
ca Ferrer. Trata así de respon-
der a quienes, desde instancias
académicas y políticas, les seña-
lan como los principales respon-
sables de que hasta ahora no se
haya ido más allá.

Aparicio, el antiguo ministro
del PP, duda de esta disposición.
“En 2002 propuse esto en lamesa
del diálogo social y no vi ánimo

por ninguna de las partes”, se
arranca, “nunca ha habido buen
ánimo, y ahí incluyo a sindicatos
y a patronal. Estamos en una si-
tuación anómala”.

Un antiguo responsable de re-
laciones laborales de CEOE y ac-
tual consejero de Cuatrecasas
Abogados, Fernando Moreno, ad-
mite que por parte de la patronal
nunca ha habido una apuesta
unánime por entrar en este terre-
no: “Hay quien piensa que la me-
jor ley de huelga es la que no exis-
te”, pero él no está de acuerdo.
Cree que “algún tipo de concre-
ción legal tiene que haber”, sen-
tencia. Pero conforme avanza en
sus argumentos se distancia de
los sindicatos. “Los daños no pue-
den ser desproporcionados con
los fines que se exigen. El proble-
ma es que muchas huelgas devie-
nen en ilegales cuando comien-
zan por la acción de los piquetes”.
Dicho de otra forma, para este
abogado, el problema fundamen-
tal no reside en los serviciosmíni-
mos.

Menos entusiasta de la regu-
lación es el ex secretario general
de Empleo Valeriano Gómez. Pa-
ra él, la existencia de una ley
preconstitucional ha frenado el
desarrollo de una nueva. Pero
apunta que problemas como el
de estos días en el metro de Ma-
drid no tienen solo su origen en
el ámbito legal, también apunta
a los medios de comunicación.
“Cuando hay una huelga y se
cumplen los servicios mínimos,
la prensa no debería de hablar
de normalidad, sino destacar el
cumplimiento de los servicios
mínimos”, argumenta, tratando
de explicar que los conflictos la-
borales también se dirimen en
el ámbito de la opinión pública,
y que poner el acento en la nor-
malidad no refleja la disputa.

Tampoco es muy partidario
uno de los negociadores de la ley
nonata de 1993, FranciscoGonzá-
lez de Lena, antiguo alto cargo
delMinisterio de Trabajo. “No se-
ría bueno que una regulación se
centrara solo en el cumplimiento
o incumplimiento de los servicios
mínimos. Además, no hay un va-
cío legal. En el anteproyecto se
planteaba fijar criterios, pero no
se establecía un catálogo detalla-
do. Siempre habrá que estable-
cerlos para cada caso y en cada
huelga, haya o no una nueva re-
gulación: por ejemplo, no es lo
mismo una huelga de una hora,
demedia jornada, de un día, que
sea en fin de semana. Todo eso
requiere un tratamiento especí-
fico que no puede determinar
una ley. Pensar que desaparece-
rá el conflicto porque haya una
ley es un error”.
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